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S  E  N  T  E  N  C  I  A  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de enero de 2016. 

Las apelantes, las señoras Betsy Rivera Orench y Edna Y. 

Alvarado, comparecen ante nos y solicitan nuestra intervención 

para que dejemos sin efecto el pronunciamiento emitido por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Vega Baja, el 14 de 

diciembre de 2015, notificado el 15 de diciembre de 2015.  

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

desestima el presente recurso por falta de jurisdicción. 

I 

 El 14 de octubre de 2015, el tribunal competente emitió una 

resolución mediante la cual denegó y archivó una solicitud sobre 

remedio provisional de derecho, al amparo de lo dispuesto en la 

Ley sobre Controversias y Estados Provisionales de Derecho, Ley 

Núm. 140 de 23 de julio de 1974, 32 LPRA sec. 2871 et seq, 

promovida por las aquí apelantes en contra del apelado, señor 

Gustavo Díaz Caraballo.  Ese mismo día, el foro a quo emitió una 

orden de protección bajo el palio de la Ley Contra el Acecho en 

Puerto Rico, Ley 284-1999, 33 LPRA sec. 4013, et seq., en contra 

de las apelantes y promovida por el aquí apelado.  
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 En desacuerdo con lo resuelto, el 23 de octubre de 2015, las 

apelantes presentaron un escrito intitulado Urgente Moción en 

Solicitud de Resolución de Determinaciones de Hechos y 

Conclusiones de Derecho y en Solicitud de Regrabación de los 

Procedimientos para Recurrir al Tribunal de Apelaciones. Del 

contenido del mismo se desprende la oposición de las apelantes 

sólo en cuanto a la determinación del archivo de su querella al 

amparo de la Ley Núm. 140, supra.  Por igual, exclusivamente 

ciñeron su petición sobre determinaciones de hechos y de derechos 

adicionales, a los fundamentos en los que se apoyó dicha 

determinación.  Nada esbozaron ni cuestionaron sobre la orden de 

protección emitida en su contra.   

 En respuesta, el 14 de diciembre de 2015, con notificación 

del día siguiente, el Tribunal de Primera Instancia emitió una 

Resolución Enmendada.  En virtud de dicho pronunciamiento, se 

reiteró en su previa determinación sobre archivo de la querella al 

amparo de la Ley Núm. 140, supra. 

 Inconformes, el 14 de enero de 2016, las apelantes 

acudieron ante nos mediante el presente recurso de apelación.  En 

el mismo, plantean que el Tribunal de Primera Instancia incidió al 

archivar su querella, así como también al expedir una orden de 

protección al amparo de la Ley 284, supra, en su contra, sin haber 

dado cumplimiento a las garantías del debido proceso de ley.   

 Tras examinar los referidos señalamientos, estamos en 

posición de disponer del asunto que nos ocupa de conformidad con 

la norma aplicable a su trámite procesal.   

II 

A 

Es norma reiterada que el aspecto de la jurisdicción 

constituye materia de carácter privilegiado y que, por lo mismo, 

debe ser resuelto con preferencia a cualquier otra cuestión. SLG 
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Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873 (2007); Arriaga v. FSE, 

145 DPR 122 (1998).  En cumplimiento con este deber, un foro 

judicial no tiene discreción para asumir jurisdicción allí donde no 

la hay.  En este contexto, los tribunales de justicia están obligados 

a examinar su propia autoridad para adjudicar la cuestión de que 

se trate, así como también aquella desde donde provenga el 

recurso que considera.  SLG Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra; 

Souffront v. AAA, 164 DPR 663 (2005).  La falta de jurisdicción 

sobre la materia, no es susceptible de ser subsanada, razón que 

impone a los tribunales la obligación de ser celosos guardianes de 

su facultad adjudicativa.  SLG Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 

supra; Souffront v. AAA, supra; Morán v. Martí, 165 DPR 356 

(2005); Vázquez v. ARPE, 128 DPR 513 (1991).  Tal deber les exige 

evaluar rigurosamente su jurisdicción y, de percatarse que carecen 

de la misma, vienen llamados a así declararlo y a desestimar la 

acción pertinente.  Freire Ayala v. Vista Rent, 169 DPR 418 (2006); 

Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345 (2003).  De 

este modo, en atención a que el aspecto jurisdiccional incide sobre 

el poder de atender en sus méritos determinada cuestión jurídica, 

los tribunales pueden, incluso, considerar dicho asunto motu 

proprio en defecto de señalamiento a tal fin.  Moreno González v. 

Coop. Ahorro Añasco, 177 DPR 854 (2010); García v. Hormigonera 

Mayagüezana, 172 DPR 1 (2007).   

B 

 Por su parte, la Ley sobre Controversias y Estados 

Provisionales de Derecho, Ley Núm. 140 de 23 de julio de 1974, 32 

LPRA sec. 2871 et seq, constituye el esquema estatutario que 

incorpora en el ordenamiento jurídico vigente un mecanismo 

adjudicativo expedito sobre determinadas controversias, a fin de 

sustraerlas de los inconvenientes propios a los procedimientos 

clásicos que proveen las leyes ordinarias.  Véase, Exposición de 
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Motivos, Ley Núm. 140, supra.  A  la luz de sus términos, se 

faculta a los magistrados a intervenir, investigar, ventilar y resolver 

provisionalmente, entre otras, controversias suscitadas entre 

vecinos que afecten la convivencia y el orden social.  32 LPRA sec. 

2872 (a). 

 Ahora bien, el Artículo 5 de la Ley Núm. 140, supra, 

expresamente dispone como sigue: 

Una orden resolviendo una controversia y fijando un 
estado provisional de derecho, según este capítulo, 
será inapelable, pero no constituirá cosa juzgada 

respecto a ninguno de los puntos adjudicados en la 
misma ni impedirá ningún otro trámite judicial 
reclamando daños y perjuicios u otro derecho. (Énfasis 

nuestro.) 
 

32 LPRA sec. 2875. 

III 

 El asunto de autos no versa sobre una cuestión delegada al 

ejercicio de nuestras funciones revisoras. Las apelantes cuestionan 

la determinación emitida por el Tribunal de Primera Instancia, 

mediante la cual desestimó su solicitud de remedios al amparo de 

las disposiciones de la Ley Núm. 140, supra.  No obstante, tal cual 

expusiéramos, los pronunciamientos emitidos a la luz del 

procedimiento estatuido por el antedicho estatuto, si bien no 

constituyen cosa juzgada, son inapelables.  Siendo así, resulta 

forzoso concluir que carecemos de jurisdicción para entender sobre 

los méritos de la controversia que se nos plantea, toda vez que la 

materia que atiende no está sujeta a revisión en alzada.  

 Por su parte, respecto al señalamiento relativo a la orden de 

protección promovida por el apelado, surge de los documentos que 

obran en autos que la misma se expidió el 14 de octubre de 2015.  

Dado a que, en cuanto al referido dictamen, las apelantes no 

promovieron recurso alguno que propendiera a la interrupción del 

término legal y reglamentario dispuesto a los fines de acudir en 

alzada, resulta correcto concluir que el planteamiento pertinente 
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en apelación constituye una comparecencia tardía.  Véase, Regla 

32, Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

32.  Así pues, igualmente estamos impedidos de entender sobre su 

contención al respecto. 

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se desestima el 

presente recurso de apelación por falta de jurisdicción.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

                                               Dimarie Alicea Lozada 
                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


